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I. Disposiciones generales

MINISTERIO DE AGRICULTURA,
PESCA Y ALIMENTACIÓN

13998 CORRECCIÓN de errores del Real Decreto
1328/2000, de 7 de julio, por el que se esta-
blecen los baremos de indemnización por
sacrificio obligatorio de los animales objeto
de programas nacionales de erradicación de
enfermedades.

Advertidos errores en el texto del Real Decreto
1328/2000, de 7 de julio, por el que se establecen
los baremos de indemnización por sacrificio obligatorio
de los animales objeto de programas nacionales de erra-
dicación de enfermedades, publicado en el «Boletín Ofi-
cial del Estado» número 163, de 8 de julio de 2000,
se procede a efectuar las oportunas modificaciones:

En la página 24614, anexo I, apartado 1, tanto en
el sector ovino como en el caprino, columna de tipi-
ficación, tercera línea, donde dice: «Aptitud cárnica de
más de cinco años», debe decir: «De más de cinco años».

MINISTERIO DE LA PRESIDENCIA

13999 REAL DECRETO 1370/2000, de 19 de julio,
por el que se modifica el Real Decreto
377/1991, de 15 de marzo, sobre comuni-
cación de participaciones significativas en
sociedades cotizadas y de adquisiciones por
éstas de acciones propias.

La disposición adicional decimoséptima de la Ley
55/1999, de 29 de diciembre, de Medidas fiscales,
administrativas y del orden social, ha dado una nueva
redacción al artículo 53 de la Ley 24/1988, de 28 de
julio, del Mercado de Valores, extendiendo el régimen
de comunicación y publicidad, inicialmente establecido
en este precepto para los titulares de participaciones
significativas en el capital de sociedades cuyas acciones
estén admitidas a negociación en Bolsa de Valores, a
la adquisición o enajenación por cualquier título de dere-
chos de opción sobre acciones de la propia sociedad
que realicen los administradores de estas sociedades.

De la misma forma, se añade una nueva disposición
adicional decimoquinta a la Ley del Mercado de Valores
en la que se fija expresamente el deber de comunicar
a la Comisión Nacional del Mercado de Valores las entre-

gas de acciones y derechos de opción sobre acciones
que reciban los directivos y los administradores de socie-
dades cotizadas en Bolsa en ejecución de un sistema
de retribución de dichas sociedades. Igualmente, deberá
ser comunicado todo sistema retributivo de directivos
y administradores, y sus modificaciones, referenciado al
valor de las acciones. Estas comunicaciones se some-
terán al régimen de publicidad de hechos relevantes esta-
blecidos en el artículo 82 de la Ley.

Pues bien, mediante el presente Real Decreto se adap-
ta la normativa reglamentaria en esta materia a lo esta-
blecido en la Ley 55/1999. Así, se da nueva redacción
al artículo 5 del Real Decreto 377/1991, de 15 de marzo,
sobre comunicación de participaciones significativas en
sociedades cotizadas y de adquisición por éstas de accio-
nes propias, al cual también se le añade un nuevo capí-
tulo III, sobre comunicaciones en materia de opciones
sobre acciones y de sistemas retributivos de adminis-
tradores y directivos.

Con la aprobación de este Real Decreto se completa,
en términos rigurosos, la implantación de un régimen
de plena transparencia de todos los sistemas retributivos
de administradores y directivos de las sociedades coti-
zadas en Bolsas de Valores, referenciados al precio
de sus acciones. Dado que en este terreno la misma
Ley 55/1999 introdujo significativas reformas en el tra-
tamiento fiscal de tales retribuciones, así como en los
aspectos conexos de derecho de sociedades, puede afir-
marse con toda propiedad que se ha completado en
nuestro ordenamiento jurídico una regulación global de
los citados sistemas retributivos, que sin duda redundará
en la transparencia y eficiencia de los mercados.

En su virtud, a propuesta conjunta del Vicepresidente
Segundo del Gobierno para Asuntos Económicos y Minis-
tro de Economía y del Ministro de Justicia, de acuer-
do con el Consejo de Estado y previa deliberación del
Consejo de Ministros en su reunión del día 14 de julio
de 2000,

D I S P O N G O :

Artículo primero.

Se da nueva redacción al artículo 5 del Real Decre-
to 377/1991, de 15 de marzo, sobre comunicación de
participaciones significativas en sociedades cotizadas y
de adquisiciones por éstas de acciones propias:

«Artículo 5. Obligación especial de los adminis-
tradores.

En el supuesto de nombramiento de adminis-
tradores de sociedades cuyas acciones estén admi-
tidas a negociación en una Bolsa de Valores, aqué-
llos comunicarán a las entidades mencionadas en
el artículo 1 las acciones de la sociedad y las opcio-
nes sobre éstas de que sean titulares en el momen-
to de su acceso a la condición de administrador.
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Dicha comunicación comprenderá a las acciones
u opciones de que sean titulares, tanto por sí, como
a través de sociedades que controlen, o a través
de otras personas interpuestas, con independencia
de su cuantía.

Igualmente, los administradores de sociedades
cuyas acciones están admitidas a negociación en
una Bolsa de Valores comunicarán a las entidades
mencionadas en el artículo 1 todas las adquisicio-
nes o transmisiones de acciones de dichas socie-
dades, y opciones sobre éstas, que realicen por
sí, a través de sociedades que controlen o a través
de otras personas interpuestas, con independencia
de su cuantía.

A estos efectos se asimilarán al derecho de
opción sobre acciones los “warrants”, obligaciones
convertibles o canjeables y cualesquiera otros valo-
res que atribuyan a sus titulares el derecho a sus-
cribir o adquirir acciones.

Las comunicaciones en materia de opciones
sobre acciones se regularán por lo establecido en
el capítulo III de este Real Decreto.»

Artículo segundo.

Se añade un nuevo capítulo III al Real Decre-
to 377/1991, de 15 de marzo, sobre comunicación de
participaciones significativas en sociedades cotizadas y
de adquisiciones por éstas de acciones propias, con la
siguiente redacción:

«CAPÍTULO III

Comunicaciones en materia de opciones sobre
acciones y de sistemas retributivos de adminis-

tradores y directivos

Artículo 19. Comunicación en materia de opcio-
nes sobre acciones.

Las comunicaciones que, en los términos estable-
cidos en los artículos 5 y 21, hubieran de efectuarse
en materia de opciones sobre acciones o sistemas
de retribución, contendrán los siguientes aspectos:

a) Clase del derecho de opción que se adquiere
o transmite.

b) Título en virtud del cual se adquieran los
derechos de opción y, en caso de enajenación, título
en virtud del cual se posean los transmitidos.

c) Descripción del subyacente de la opción,
precisando a estos efectos el valor de las acciones
tanto en el momento inicial, como el precio de
ejercicio.

d) Plazo para el ejercicio del derecho de opción.
e) Régimen de transmisión, si procede.
f) Prima, en su caso, que se haya desembol-

sado para adquirir la opción o cualquier otra con-
traprestación.

g) Posibles financiaciones para la adquisición
de las opciones concedidas por la entidad emisora,
así como, en su caso, cualquier garantía o cobertura
a favor del tenedor de las opciones que eventual-
mente le hubiera sido otorgada por esa entidad
en relación con el ejercicio o cancelación de esas
opciones.

h) Número de opciones que se adquieren y
derechos de opción de que sea titular el adquirente
o enajenante después de la adquisición o enaje-
nación.

i) Estimación, con base en los datos existentes
en la fecha de la comunicación, del número de
acciones que resultarían del ejercicio de los dere-
chos de opción por el titular de la comunicación.

También, en la medida en que le sea aplicable,
la comunicación respetará el régimen de extensión
de su objeto y el contenido previsto en los artícu-
los 7 y 8 de este Real Decreto.

Artículo 20. Régimen de comunicación.

1. El plazo para efectuar la comunicación a que
se refiere el artículo anterior será de siete días hábi-
les desde la celebración del contrato, acuerdo o
decisión por la que se reconozcan, adquieran o
transmitan los derechos de opción.

2. A las citadas comunicaciones les resultará
de aplicación el régimen de publicidad previsto en
el artículo 10.1.

3. Dicho régimen de comunicaciones resultará,
igualmente, de aplicación a los supuestos de admi-
sión a negociación de acciones de una sociedad.
En estos casos, las comunicaciones deberán efec-
tuarse en el plazo de siete días hábiles a partir
de la fecha en que tenga lugar la publicación del
acuerdo de admisión a cotización en el correspon-
diente boletín de cotización.

Artículo 21. Comunicación de sistemas retributi-
vos de administradores y directivos.

1. A los efectos de aplicación del régimen de
publicidad de los hechos relevantes, los directivos
de sociedades cuyas acciones estén admitidas a
negociación en una Bolsa de Valores comunicarán,
directamente o a través de la sociedad, a la Comi-
sión Nacional del Mercado de Valores, el otorga-
miento a su favor, y las eventuales modificaciones
ulteriores, de cualquier sistema de retribución que
conlleve la entrega de acciones de la sociedad en
la que ejercen su cargo o de derechos de opción
sobre éstas, o cuya liquidación se halle vinculada
a la evolución del precio de esas acciones. Dicha
comunicación será difundida por la Comisión Nacio-
nal del Mercado de Valores, con observancia de
lo previsto en el artículo 82 de la Ley del Mercado
de Valores.

A estos efectos, se entenderá por directivo a
los directores generales y asimilados que desarro-
llen funciones de alta dirección bajo dependencia
directa de los órganos de administración, de comi-
siones ejecutivas o de consejeros delegados de la
sociedad cotizada.

2. Las obligaciones de comunicación previstas
en el apartado anterior serán igualmente de apli-
cación a aquellos administradores de sociedades
cuyas acciones coticen en una Bolsa de Valores
que sean beneficiarios de sistemas de retribución
análogos a los que se han descrito.

3. Cuando el sistema de remuneración conlleve
la entrega de acciones o derechos de opción sobre
éstas, la comunicación contendrá la información
a que se refiere el artículo 19 anterior, adaptada
a los datos que sean conocidos a la fecha del otor-
gamiento del correspondiente sistema a favor de
sus beneficiarios. En los restantes sistemas de
remuneración, la comunicación de hecho relevante
informará acerca de los términos y condiciones
establecidos para ser acreedor o partícipe final de
los sistemas y del porcentaje de participación de
los comunicantes en ellos.

En todo caso, estas comunicaciones se efectua-
rán en un plazo no superior a siete días hábiles,
contados desde el momento del otorgamiento o
de la modificación de dichos sistemas de remu-
neración a favor de sus beneficiarios.»
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Disposición transitoria única.

Los administradores, directivos y las sociedades coti-
zadas que desde la entrada en vigor de la disposición
adicional decimoséptima de la Ley 55/1999, de 29 de
diciembre, de Medidas fiscales, administrativas y de
orden social, se encuentren en alguno de los supuestos
contemplados en sus apartados uno y dos, deberán cum-
plir con las obligaciones previstas en el presente Real
Decreto, en el plazo de dos meses desde su entrada
en vigor.

Disposición final única.

El presente Real Decreto entrará en vigor a los veinte
días de su publicación en el «Boletín Oficial del Estado».

Dado en Madrid a 19 de julio de 2000.

JUAN CARLOS R.

El Vicepresidente Primero del Gobierno
y Ministro de la Presidencia,

MARIANO RAJOY BREY

COMUNIDAD AUTÓNOMA
DE CANTABRIA

14000 LEY 2/2000, de 3 de julio, del Deporte.

EL PRESIDENTE DE LA COMUNIDAD AUTÓNOMA DE CANTABRIA

Conózcase que el Parlamento de Cantabria ha apro-
bado y yo, en nombre de Su Majestad el Rey, de acuerdo
con lo dispuesto en el artículo 15.2.o del Estatuto de
Autonomía para Cantabria, promulgo la siguiente Ley
de Cantabria 2/2000, de 3 de julio, del Deporte.

PREÁMBULO

El deporte desempeña un papel fundamental en nues-
tra sociedad. Sus repercusiones, tanto en el ámbito social
y cultural como en el terreno económico, no han dejado
de incrementarse en los últimos años, acreditando la
importancia de esta actividad.

La práctica de la actividad físico-deportiva no sólo
incide en la salud, el grado de bienestar y el nivel de
calidad de vida de las personas, sino que actúa también
como factor de cohesión social al favorecer el apren-
dizaje de valores básicos como el de la solidaridad, sien-
do parte esencial de la educación y del proceso de for-
mación integral de las personas.

La creciente importancia del deporte en la sociedad
de nuestros días y la diversidad de manifestaciones que
componen el fenómeno deportivo, hacen necesario orde-
nar, coordinar y promocionar la actividad deportiva en
sintonía con el mandato constitucional que insta a los
poderes públicos a fomentar «la educación física y el
deporte» y «la adecuada utilización del ocio».

Este precepto que la Constitución recoge en su artí-
culo 43.3, dentro de los principios rectores de la política
social y económica, se formula en términos de orientación
y guía para la intervención pública que debe encaminarse
a favorecer una práctica deportiva amplia y en condi-
ciones adecuadas para el conjunto de la ciudadanía.

En función de lo anterior y de acuerdo con la dis-
tribución territorial del poder que se establece en el Títu-
lo VIII de la Constitución, la Comunidad de Cantabria,
a través de su Estatuto de Autonomía, asume en su
artículo 24.21 la competencia exclusiva en materia de
promoción del deporte y de la adecuada utilización del
ocio.

En consecuencia con ello, la Comunidad Autónoma
de Cantabria ha desarrollado el ejercicio de esta com-
petencia de forma progresiva y mediante una labor coti-
diana de fomento, ordenación y coordinación, regulando
puntualmente aspectos concretos como el Registro de
Entidades Deportivas, el Comité Cántabro de Disciplina
Deportiva o la actividad de las asociaciones y federa-
ciones deportivas.

No obstante el esfuerzo normativo realizado, la regu-
lación jurídico-deportiva de la Comunidad Autónoma pre-
senta todavía una cierta fragmentación, sin duda ori-
ginada por la carencia de una norma con suficiente rango
que ordene de forma sistemática y unitaria el deporte
en Cantabria.

Con dicha finalidad se aprueba esta Ley que nace
con vocación de permanencia y generalidad y se inspira
en el principio de fomento de la actividad deportiva.

En este sentido, los principios rectores de la política
deportiva de la Comunidad de Cantabria que se recogen
en el Título I perfilan los objetivos de actuación de la
Administración respecto a la ordenación del fenómeno
deportivo, incidiendo de manera especial en la coordi-
nación entre las Administraciones y en la colaboración
con el conjunto de los diferentes agentes deportivos.

Todo ello dentro de una concepción del deporte como
una actividad de interés general y como un derecho
que asiste a todos los ciudadanos y ciudadanas de Can-
tabria que podrán practicarlo de forma libre y voluntaria
en condiciones de igualdad y sin discriminación alguna.

El Título II de la Ley se centra en la regulación de
las competencias y organización del deporte, jerarqui-
zando y coordinando los ámbitos competenciales de las
distintas Administraciones, si bien sitúa a la Adminis-
tración autonómica como la principal responsable de
la formulación y la planificación de la política deportiva
con el ánimo de evitar una posible disgregación de la
responsabilidad pública deportiva.

Dentro de la organización administrativa del deporte,
la Ley dispone la creación de dos nuevos órganos: La
Comisión Cántabra del Deporte y la Junta de Conciliación
Extrajudicial y Arbitraje.

La Ley configura la Comisión Cántabra del Deporte
como un órgano colegiado de consulta y asesoramiento
de la Administración autonómica en materia deportiva
y le otorga, asimismo, el carácter de cauce para la par-
ticipación de todos los sectores implicados en el deporte.

Por su parte, con la creación de la Junta de Con-
ciliación Extrajudicial y Arbitraje se pretende configurar
una vía alternativa para la resolución de las controversias
que pudieran suscitarse en aplicación de las reglas depor-
tivas de juego.

El Título III de la Ley se dedica a regular la actividad
deportiva y destaca, en este sentido, los aspectos refe-
ridos a la protección de la salud e integridad física de
los deportistas.

El Título IV establece las bases del régimen jurídico
para la creación y funcionamiento de las entidades depor-
tivas de Cantabria. Dicho régimen se inspira en los prin-
cipios del respeto a la iniciativa privada y a la autonomía
organizativa de dichas entidades deportivas, así como
en los principios de responsabilidad y tutela adminis-
trativa, todo ello de acuerdo con lo establecido en la
propia Ley, que configura las federaciones deportivas


